
 

FECHA: 16-09-2021 ESTADO No. 142 DEL 16 DE SEPTIEMBRE DE 2021

RG. Radicacion Ponente Demandante Demandando Clase F. Actuación Actuación

1 25000-23-42-000-2015-02554-00 SAMUEL JOSÉ RAMÍREZ 
POVEDA

DORIS ESGUERRA RUBIO
HOSPITAL SANTA CLARA 
E.S.E.

NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO

9/14/2021 AUTO FIJA FECHA

2 25000-23-42-000-2018-01948-00 SAMUEL JOSÉ RAMÍREZ 
POVEDA

ORLANDO PARADA DIAZ
LA NACION- PROCURADURIA 
GENERAL DE LA NACION

NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO

9/15/2021
AUTO ADMITE 
DEMANDA

3 25000-23-42-000-2021-00326-00 CARLOS ALBERTO 
ORLANDO JAIQUEL

ISAURO YOSCUA ORDOÑEZ CONTRALORIA DE BOGOTA EJECUTIVO 9/15/2021
AUTO QUE 
CONCEDE

4 11001-33-35-030-2018-00234-01 CONJUEZ SUBSECCION C
NUBIA MARLEN PUERTO 
SOLANO

NACIÓN - FISCALIA GENERAL 
DE LA NACION

NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO

9/15/2021
AUTO QUE 
RESUELVE

5 11001-33-42-049-2018-00219-02 CONJUEZ SUBSECCION C AURA LIBIA ROJAS QUINTERO
NACIÓN - RAMA JUDICIAL - 
DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 
ADMINISTRACIÓN JUDICIAL

NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO

9/15/2021
AUTO QUE 
RESUELVE

6 11001-33-42-055-2018-00158-02 CONJUEZ SUBSECCION C ELIZABETH CRUZ SANCHEZ
NACIÓN - FISCALIA GENERAL 
DE LA NACION

NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO

9/15/2021
AUTO QUE 
RESUELVE

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL
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7 25000-23-42-000-2019-01180-00 CONJUEZ SUBSECCION C
VICTOR ANDRES BALCARCEL 
GUZMAN

NACION-RAMA JUDICIAL - 
CONSEJO SUPERIOR DE LA 
JUDICATURA - DIRECCION 
EJECUTIVA DE 
ADMINISTRACION JUD

NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO

9/15/2021
AUTO QUE 
RESUELVE

8 25000-23-42-000-2019-01513-00 CONJUEZ SUBSECCION C LUIS CARLOS PLATA PRINCE

NACION - RAMA JUDICIAL - 
CONSEJO SUPERIOR DE LA 
JUDICATURA - DIRECCION 
EJECUTIVA DE 
ADMINISTRACION J

NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO

9/15/2021
AUTO QUE 
RESUELVE

9 25000-23-42-000-2019-01631-00 CONJUEZ SUBSECCION C
LESTER MARIA GONZALEZ 
ROMERO

NACION - RAMA JUDICIAL
NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO

9/15/2021
AUTO QUE 
RESUELVE

10 25000-23-42-000-2019-01747-00 CONJUEZ SUBSECCION C
MARIA ALEJANDRA GARZON 
MELLOZI

NACION-RAMA JUDICIAL -
CONSEJO SUPERIOR DE LA 
JUDICATURA

NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO

9/15/2021
AUTO QUE 
RESUELVE

11 25000-23-42-000-2020-00088-00 CONJUEZ SUBSECCION C
LUZ ESTELLA GIRALDO 
CARDONA

NACIÓN - FISCALIA GENERAL 
DE LA NACION

NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO

9/15/2021
AUTO QUE 
RESUELVE

12 11001-33-35-007-2018-00535-02 CONJUEZ SUBSECCION C ELSA DONEYI CICERY PEREZ
NACIÓN - FISCALIA GENERAL 
DE LA NACION

NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO

9/15/2021
AUTO QUE 
RESUELVE

13 11001-33-35-008-2018-00384-02 CONJUEZ SUBSECCION C MARIBEL ARENAS ARENAS
FISCALIA GENERAL DE LA 
NACIÓN

NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO

9/15/2021
AUTO QUE 
RESUELVE

14 11001-33-35-009-2015-00205-01 CONJUEZ SUBSECCION C LEIDA BALLEN FARFAN

RAMA JUDICIAL- CONSEJO 
SUPERIOR DE LA JUDICATURA 
- DIRECCION EJECUTIVA DE 
ADMINISTRACION JUDICIAL

NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO

9/15/2021
AUTO QUE 
RESUELVE

15 11001-33-35-020-2018-00265-02 CONJUEZ SUBSECCION C
ESNEYDER FENIER OSSA 
GAMBA

NACIÓN - RAMA JUDICIAL - 
DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 
ADMINISTRACIÓN JUDICIAL

NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO

9/15/2021
AUTO QUE 
RESUELVE



16 11001-33-35-029-2017-00408-02 CONJUEZ SUBSECCION C HECTOR JAVIER CANIZALEZ NACION - RAMA JUDICIAL
NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO

9/15/2021
AUTO QUE 
RESUELVE

17 25000-23-42-000-2018-02297-00 CONJUEZ SUBSECCION C Y OTROS
NACIÓN - FISCALIA GENERAL 
DE LA NACION

NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO

9/15/2021
AUTO QUE 
RESUELVE

18 25000-23-42-000-2018-02663-00 CONJUEZ SUBSECCION C
JOSE ALEXANDER TABAMOZO 
FLECHAS

NACIÓN - FISCALIA GENERAL 
DE LA NACION

NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO

9/15/2021
AUTO QUE 
RESUELVE

19 25000-23-42-000-2018-02701-00 CONJUEZ SUBSECCION C
NANCY ESPERANZA PARDO 
BONILLA

FISCALIA GENERAL DE LA 
NACION

NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO

9/15/2021
AUTO QUE 
RESUELVE

20 25000-23-42-000-2019-00451-00 CONJUEZ SUBSECCION C Y OTROS
NACION-FISCALIA GENERAL 
DE LA NACION

NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO

9/15/2021
AUTO QUE 
RESUELVE

21 11001-33-42-048-2018-00423-01 CARLOS ALBERTO 
ORLANDO JAIQUEL

GINA MILDRES SEGURA 
RIVERA

SUBRED INTEGRADA DE 
SERVICIOS DE SALUS SUR 
OCCIDENTE E.S.E

NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO

9/15/2021
AUTO QUE 
RESUELVE 
APELACIÓN

22 25000-23-42-000-2018-02822-00 CONJUEZ SUBSECCION C TERESA BARONA CRUZ
FISCALIA GENERAL DE LA 
NACION

NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO

9/15/2021
AUTO QUE 
RESUELVE

23 25000-23-42-000-2019-00316-00 CONJUEZ SUBSECCION C
CARLOS ARTURO ZARATE 
CARREÑO

NACION-FISCALIA GENERAL 
DE LA NACION

NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO

9/15/2021
AUTO QUE 
RESUELVE

24 25000-23-42-000-2019-00492-00 CONJUEZ SUBSECCION C
MARIA ISABEL FERRER 
RODRIGUEZ

NACION- RAMA JUDICIAL - 
CONSEJO SUPERIOR DE LA 
JUDICACTURA - DIRECCION 
EJECUTIVA ADMINISTRACION 
JUDI

NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO

9/15/2021
AUTO QUE 
RESUELVE



                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                         
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCION SEGUNDA  
SUB-SECCIÓN “C” 

 

Bogotá, D.C., catorce (14) de septiembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

R E F E R E N C I A S: 

Expediente:         25000-23-42-000-2015-02554-00 

Demandante:      DORIS ESGUERRA RUBIO  

         Demandado:  SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD  
                CENTRO ORIENTE E.S.E. 

Asunto:              FIJA FECHA AUDIENCIA DE PRUEBAS  

 

Se CONVOCA a las partes, a la audiencia de pruebas consagrada en el artículo 

181 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo - Ley 1437 de 2011-, la cual se llevará a cabo el veintitrés (23) de 

septiembre de dos mil veintiuno (2021), a las diez de la mañana (10:00 am), a 

través de la Plataforma Lifesize1, con el fin de recepcionar los testimonios de los 

señores Rafael Veloza, Yolanda Palacios y Marietta Garcia. 

 

Así las cosas, con el fin de prevenir el contagio del virus COVID 19, el Despacho 

advierte que, únicamente, los tres (3) testigos deberán comparecer a la Sala de 

Audiencias Número 7, ubicada en este Tribunal, a la hora indicada, para la 

práctica de la prueba. Así mismo, es de señalar que la comparecencia de éstos 

está a cargo de la parte actora.  

 

Para garantizar la conectividad a la plataforma Lifesize para la celebración de la 

Audiencia, por Secretaría, requiérase a las partes, para que dentro del término de 

tres (3) días, contados a partir de la notificación de esta providencia, confirmen los 

correos electrónicos o los números de celular, en los cuales recibirán el link de la 

Audiencia.  

 

Así mismo, por Secretaría, infórmesele a las partes, que el día anterior a la 

celebración de la Audiencia deberán remitir los documentos que deban ser 

incorporados a la misma, tales como poderes, sustituciones, actas de conciliación, 

excusas, etc, al correo electrónico: s02des01tadmincdm@notificacionesrj.gov.co.  

 

                                                 
1 Decreto 806 de 2020. Artículo 7. Audiencias. Las audiencias deberán realizarse utilizando los medios 

tecnológicos a disposición de las autoridades judiciales o por cualquier otro medio puesto a disposición 

por una o por ambas partes y en ellas deberá facilitarse y permitirse la presencia de todos los sujetos 

procesales, ya sea de manera virtual o telefónica. No se requerirá la autorización de que trata el parágrafo 

2° del artículo 107 del Código General del Proceso. No obstante, con autorización del titular del despacho, 

cualquier empleado podrá comunicarse con los sujetos procesales, antes de la realización de las audiencias, 

con el fin de informarles sobre la herramienta tecnológica que se utilizará en ellas o para concertar una 

distinta. 



Notifíquese está providencia a las partes de conformidad con lo dispuesto en el 

inciso 3 del artículo 50 de la ley 2080 de 20212. 

 

Por Secretaría REMÍTASE copia de esta providencia, en los términos del artículo 

205 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 52 de la Ley 2080 de 2021, a los 

correos electrónicos; jeflorez48@gmail.com; 

notificacionesjudiciales@subredcentrooriente.gov.co; 

profesionaljuridico1@subredcentrooriente.gov.co. *O a cualquier otra dirección de 

correo electrónico que se encuentre acreditada en el expediente o en la base de 

datos de la Secretaría. 

 

 

Notifíquese y cúmplase. 
 
 

 

      Firmado electrónicamente 

SAMUEL JOSÉ RAMÍREZ POVEDA 

Magistrado 
 

La presente providencia fue firmada electrónicamente por el suscrito Magistrado 
en la Plataforma “SAMAI”. En consecuencia, se garantiza la autenticidad, 
integridad, conservación y posterior consulta, de conformidad con el artículo 186 
del CPACA. 
 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

 
 
     
 

SAMUEL JOSÉ RAMÍREZ POVEDA 
  Magistrado 

                                                 
2 Artículo 50. Modifíquese el inciso 3 tercero del artículo de la ley 1437 de 2011. (…) 

Las notificaciones por estado se fijarán virtualmente con inserción de la providencia, y no será necesario imprimirlos, 

ni firmarlos por el secretario, ni dejar constancia con firma al pie de la providencia respectiva, y se enviará un mensaje 

de datos al canal digital de los sujetos procesales. 



TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 
 

SECCION SEGUNDA  
 

SUB-SECCIÓN “C” 

 
 

    Bogotá, D.C., quince (15) de septiembre de dos mil veintiuno (2021). 
 
 
 

EXPEDIENTE No. 2018 - 01948 

 

Teniendo en cuenta que el 25 de enero del año en curso, el Gobierno Nacional 
expidió la ley 2080 de 20211, por medio de la cual se reforma el Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo –Ley 1437 de 
2011, se deberán aplicar las modificaciones procesales allí establecidas en cada 
una de las etapas que en adelante se desarrollen, dentro del presente medio de 
control.  
 
Así las cosas, se admite la demanda presentada por el señor ORLANDO PARADA 
DIAZ contra la NACIÓN – PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN, en 
ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho (Art. 138 de 
la Ley 1437 de 2011). 
 

 

En consecuencia se dispone: 
 
 

1º.-Notifíquese personalmente al Procurador General de la Nación, o quien 
haga sus veces, al Agente Delegado del Ministerio Público y a la Directora 
General de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, conforme el 
artículo 48 de la Ley 2080 de 2021 que modificó el artículo 199 de la Ley 
1437 de 2011, mediante mensaje dirigido al buzón electrónico para 
notificaciones judiciales a que se refiere el artículo 197 de este Código.  

 
 

 

2º.- Notifíquese por estado la presente providencia a la parte actora (Art. 171, 
numeral 1° de la Ley 1437 de 2011 y, de conformidad con el artículo 50 de la 
Ley 2080 de 2021, que modificó el artículo 201 del C.P.A.C.A.). 

 
 

3°.- Córrase traslado de la demanda, a la parte demandada, al Ministerio 
Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Esatdo, por el 
término de treinta (30) días, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
172 de la Ley 1437 de 2011. Este término empezará a correr en la forma 
señalada en el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021 que modificó el artículo 
199 del C.P.A.C.A.  
 
 

4°.- Infórmese a la entidad demandada que dentro del término de traslado de 
la demanda, de conformidad con el parágrafo 1º del artículo 175 de la Ley 
1437 de 2011, deberán allegar copia de la totalidad del expediente 
administrativo, advirtiéndoles que su desobedecimiento constituye falta 

                                                 
1 Artículo 86. Régimen de vigencia y transición normativa. La presente ley rige a partir de su publicación, 
con excepción de las normas que modifican la competencia de los juzgados y tribunales y del Consejo de 
Estado, los cuales solo aplicaran respecto de las demandas que se presenten un año después de publicada 
esta ley. 
 
(….) 
 
De conformidad con el artículo 40 de la Ley 153 de 1987, modificado por el artículo 624 del Código General del 
proceso, las modificaciones procesales introducidas en esta ley prevalecen sobre las anteriores normas 
de procedimiento desde el momento de su publicación y solo respecto de los procesos y trámites iniciados 
en vigencia de la ley 1437 de 2011. 

 



disciplinaria gravísima, en virtud de lo dispuesto en el inciso 3º, parágrafo 
1° del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011. 
 

5°.- De las excepciones que proponga la parte demandada, deberá ENVÍAR 
copia por un canal digital a la parte demandante y acreditar el envío a este 
Despacho. Se prescindirá del traslado por secretaria, el cual se entenderá 
realizado a los dos (2) días hábiles siguientes al del envío del mensaje y el 
término de tres (3) días empezará a correr a partir del día siguiente, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 201 A de la ley 2080 de 2021y el 
inciso tres del artículo 175 del CPACA. 

 

6º.- Se reconoce personería al abogado JAVIER IGNACIO JÁTIVA GARCÍA, 
como apoderado judicial de la parte demandante, en los términos y para los 
efectos del poder conferido al folio 1 del expediente. Correo electrónico: 
javier25047@hotmail.com  
 
 

 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
 

                
 

Firmado electrónicamente 

SAMUEL JOSÉ RAMÍREZ POVEDA 
Magistrado 

 
 

 

La presente providencia fue firmada electrónicamente por el suscrito Magistrado en la 

Plataforma “SAMAI”. En consecuencia, se garantiza la autenticidad, integridad, conservación 

y posterior consulta, de conformidad con el artículo 186 del CPACA. 

 
 
 

NG 
 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 
SECCIÓN SEGUNDA SUB-SECCIÓN “C” 

 
Bogotá D.C. Quince (15) de septiembre de dos mil veintiuno (2021) 
 
Magistrado Ponente: Dr. Carlos Alberto Orlando Jaiquel 
 

AUTO  

Referencia: 
Acción: Ejecutivo 
Ejecutante: ISAURO YOSCUA ORDOÑEZ  
Ejecutado: Contraloría de Bogotá D.C. 
Radicación No. 250002342000 2021 00326 00 
Asunto: Concede recurso de apelación. 

 
ANTECEDENTES 

 
Mediante escrito1 radicado el veinte (20) de agosto de 2021, la parte 
actora presentó recurso de apelación contra el auto2 adiado once (11) 
de agosto del mismo año, mediante el cual se rechazó la demanda de 
la referencia. 
 
Al respecto, el artículo 321 del Código General del Proceso preceptúa: 
 

“Artículo 321. Procedencia. Son apelables las sentencias de primera instancia, 
salvo las que se dicten en equidad. 
 
También son apelables los siguientes autos proferidos en primera instancia: 
 
1. El que rechace la demanda, su reforma o la contestación a cualquiera de ellas. 

 
(…)” (Negrilla del despacho) 

 

Por su parte el artículo 322 ibídem, regula la oportunidad y requisitos 
del recurso de apelación en los siguientes términos: 
 

“Artículo 322. Oportunidad y requisitos. El recurso de apelación se propondrá de 
acuerdo con las siguientes reglas: 

                                                      
1 Folios 21 a 27 C. Ejecutivo. 
2 Folios 13 a 18 C. Ejecutivo. 



Ejecutante: Isauro Yoscua Ordoñez 
Radicado No. 2021-00326-00 

 

2 

1. El recurso de apelación contra cualquier providencia que se emita en el curso de 
una audiencia o diligencia, deberá interponerse en forma verbal inmediatamente 
después de pronunciada. El juez resolverá sobre la procedencia de todas las 
apelaciones al finalizar la audiencia inicial o la de instrucción y juzgamiento, según 
corresponda, así no hayan sido sustentados los recursos. 
 
La apelación contra la providencia que se dicte fuera de audiencia deberá 
interponerse ante el juez que la dictó, en el acto de su notificación personal o 
por escrito dentro de los tres (3) días siguientes a su notificación por estado. 
 
2. La apelación contra autos podrá interponerse directamente o en subsidio de la 
reposición. Cuando se acceda a la reposición interpuesta por una de las partes, la 
otra podrá apelar del nuevo auto si fuere susceptible de este recurso. 
 
Proferida una providencia complementaria o que niegue la adición solicitada, dentro 
del término de ejecutoria de esta también se podrá apelar de la principal. La apelación 
contra una providencia comprende la de aquella que resolvió sobre la 
complementación. 
 
Si antes de resolverse sobre la adición o aclaración de una providencia se hubiere 
interpuesto apelación contra esta, en el auto que decida aquella se resolverá sobre 
la concesión de dicha apelación. 
 
3. En el caso de la apelación de autos, el apelante deberá sustentar el recurso 
ante el juez que dictó la providencia, dentro de los tres (3) días siguientes a su 
notificación, o a la del auto que niega la reposición. Sin embargo, cuando la decisión 
apelada haya sido pronunciada en una audiencia o diligencia, el recurso podrá 
sustentarse al momento de su interposición. Resuelta la reposición y concedida la 
apelación, el apelante, si lo considera necesario, podrá agregar nuevos argumentos 
a su impugnación, dentro del plazo señalado en este numeral. 
 
(…)” (Se resalta) 

 
En el caso bajo estudio, el auto que rechazó la demanda fue proferido 
el once (11) de agosto de 2021 y notificado por estado3 del diecisiete 
(17) de agosto del mismo año, motivo por el cual, el memorial contentivo 
del recurso se radicó el veinte (20) de agosto de hogaño, es decir en 
oportunidad. 
 
En consecuencia y en atención a lo dispuesto en la normatividad antes 
citada, se concederá el recurso de apelación en el efecto suspensivo, 
toda vez que, el recurso se interpuso dentro del término de ley y fue 
debidamente sustentado. 
 
En virtud de lo brevemente expuesto éste Despacho  
 
                                                      
3 Folios 19 y 20 C. Ejecutivo. 



Ejecutante: Isauro Yoscua Ordoñez 
Radicado No. 2021-00326-00 

 

3 

DISPONE: 
 

PRIMERO.- Se Concede en el efecto suspensivo, el recurso de 
apelación interpuesto por el apoderado de la parte actora contra el auto 
proferido el once (11) de agosto de 2021, mediante el cual se rechazó 
la demanda de la referencia, por encontrarse configurada la caducidad 
de la acción. 
 
SEGUNDO.- Ejecutoriado el presente proveído, envíese el expediente 
al H. Consejo de Estado para lo de su cargo. 
 

NOTIFÍQUESE4 Y CÚMPLASE  
 

Firmado electrónicamente                               

CARLOS ALBERTO ORLANDO JAIQUEL 
    Magistrado 

DP 
 

CONSTANCIA: La presente providencia fue electrónicamente firmada por el 
suscrito Magistrado en la plataforma denominada SAMAI. Garantizándose la 
autenticidad, integridad, conservación y posterior consulta de acuerdo con el 
artículo 186 del CPACA. 
 

                                                      
4 Parte actora: abogadoberniervelez@hotmail.com – isauroyoscua@gmail.com 





















































































 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 
SECCIÓN SEGUNDA SUB-SECCIÓN “C” 

 
 
Bogotá D.C. Quince (15 de septiembre de dos mil veintiuno (2021) 
 
Magistrado Ponente: Dr. Carlos Alberto Orlando Jaiquel 

 
AUTO INTERLOCUTORIO 

 
De conformidad con lo dispuesto en el numeral 3º del artículo 244 del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 
procede la Sala a resolver de plano el recurso de apelación interpuesto por 
la apoderada de la parte demandante en contra del auto emitido en 
audiencia inicial del 6 de abril de 2021, proferido por el Juzgado Cuarenta y 
Ocho (48) Administrativo Oral del Circuito Judicial de Bogotá D.C., en el que 
resolvió declarar “probada  de oficio la excepción  de  inepta  demanda,  por  falta  
de agotamiento de requisitos formales del medio de control impetrado por la 
señora Segura Rivera, esto es, por no haber agotado la conciliación extrajudicial. 
Así las cosas, el despacho continuará con el medio de control impetrado, 
únicamente en lo que refiere a las pretensiones que conciernen al pago de los 
aportes a seguridad social en pensiones, siempre y cuando, se encuentre 
acreditado que existió una relación laboral entre la actora y la entidad demandada 
conforme lo depreca en la demanda.” 
 
Lo anterior, con base en los siguientes, 
 

ANTECEDENTES 
 
En ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, 
la demandante, en síntesis, solicitó:  
 
i) Se declare la nulidad del oficio No.269-2018-0027288 del 15 de junio de 
2018 -notificado el 18 de los mismos- que resolvió negativamente la petición 
de reconocimiento y pago de las prestaciones sociales e indemnizaciones 

Referencia: 
Demandante: GINA MILDRES SEGURA RIVERA  
Demandado: SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR 
OCCIDENTE ESE 
Asunto: Resuelve Apelación Auto 
Expediente No. 110013342 048-2018-00423-01 



Expediente No. 2018-00423-01 
Demandante: Gina Mildres Segura Rivera 
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solicitadas, en contraprestación de la labor desempeñada por la accionante 
desde el año 2009 al 2017. 
 
ii) Se declare que, entre las partes existió un vínculo laboral desde el 2009 
al 2017 y, durante dicha relación, la accionada no pagó los derechos 
laborales.  
 
iii) Se declare que, la demandante tiene pleno derecho a que la demandada 
le reconozca y ordene pagar todas las prestaciones laborales y sociales 
dejadas de percibir en el lapso antes mencionado 
 
A título de restablecimiento del derecho, pretende la demandante:  
 
i) Se condene a la demandada a pagar las sumas de dinero retenidas por 
concepto de retención en la fuente; a reembolsar los aportes por concepto 
de seguridad social en salud, pensión y riesgos laborales; pago de 
acreencias laborales, prestaciones e indemnizaciones y, a pagar las sumas 
que resulten equivalentes a un día de salario por un día de mora en la 
consignación o pago de las cesantías desde el año 2015 al 2017.   
 
ii)  Condenar a la demandada a que, las sumas de dinero que se liquiden a 
favor de la accionante sean debidamente indexadas.  
 
iii) Condenar a la demandada a dar cumplimiento a la sentencia en los 
términos de los artículos 192 y 195 del CPACA.   
 
iv) Condenar a la demandada al pago de costas procesales 

 
TRÁMITE 

 
Mediante auto del 13 de noviembre de 2018, el despacho de instancia resolvió 
admitir el medio de control instaurado por la demandante.  
 
Surtido el trámite correspondiente, mediante auto del 23 de febrero de 2021, 
se convocó a las partes a celebrar la audiencia inicial de que trata el artículo 
180 del CPACA, para el 6 de abril de 2021.    

 
DECISIÓN OBJETO DE APELACIÓN 

 
Respecto de la excepción propuesta por la demandada, esto es, la 
denominada “falta de jurisdicción y competencia”, precisó el despacho que, 
ésta no se configuraba pues, i) no se encuentra probado que la 
demandante haya tenido una relación laboral mediante contrato de 
trabajo con la entidad demandada, con el que se excluya la competencia  

del  despacho conforme  a  lo  descrito  en  el  numeral  2º del  art  
155  de  la  Ley  1437  de  2011 y, ii) de acuerdo con lo manifestado 
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por la demandante en el escrito de demanda, como de los contratos de 
prestación de servicios que aportó con la misma, logró inferir que el 
reconocimiento deprecado de dicho vínculo laboral, gira  entorno a las 
funciones que  tuvo la demandante como enfermera, empleo del que se 
tiene certeza existe legal y reglamentariamente en la planta de personal 
de la entidad demandada,  tal como fuera informado por la Subred Sur 
Occidente.  
 
Así entonces, se declaró no probada la excepción previa propuesta por la 
entidad demanda, ya que la señora Segura Rivera pretende con la 
demanda desvirtuar la legalidad del acto administrativo con el que fue 
negado el reconocimiento de la presunta relación laboral surgida entre la 
misma y la Subred Sur Occidente, en tanto los contratos de prestación de 
servicios suscritos, ocultaron -según su decir- una relación laboral. 
 
Dicho esto, el despacho de instancia declaró de oficio la excepción 
prevista en el numeral 5 del artículo 100 del Código General del Proceso, 
denominada “ineptitud de la demanda por falta de requisitos 
formales” pues, advirtió que no existe prueba en el plenario que indique 
que la demandante hubiese agotado el requisito de procedibilidad de 
conciliación extrajudicial descrito en el numeral 1º del artículo 161 del 
CPACA. 
 
Lo anterior por cuanto,  

 
“…la Sentencia de Unificación CE-SUJ2-005-16 de 25 de agosto de 
2016, precisó  que  cuando  el  accionante  depreca  con  el  medio  de  
control de nulidad  y restablecimiento la declaración de un vínculo 
laboral entre él y una entidad del Estado, la pretensión  de  
restablecimiento de reconocimiento y pago  de  Aportes  a  Seguridad  
Social, estaría exceptuada del terminó de caducidad y del requisito de 
procedibilidad de que trata el mencionado  artículo,  por  cuanto  los 
derechos que  se  reclaman  son  de  carácter irrenunciable; sin 
embargo, aclaró que los derechos que son objeto de discusión, como lo 
son la  existencia  de  vínculo  laboral  con  la  accionada, 
reconocimiento de salarios,  primas, cesantías, vacaciones, no estarían 
exceptuados de tales requisito. 
 
Por  lo  anterior,  es  necesario  tener  en  cuenta  que  para  los  casos  
en  que  se  pretenda  la declaración  de  un  vínculo  laboral  entre  un  
particular y una entidad, debe acreditarse que previamente se agotaran 
los requisitos de procedibilidad; para el caso bajo examen, que se haya 
sometido a conciliación extrajudicial aquellas pretensiones relativas al 
reconocimiento de derechos inciertos y discutibles, pues el  
reconocimiento  de  aportes a  seguridad  social está exceptuado de tal 
exigencia, ya que comporta el carácter de irrenunciable.1” 

 
1 Tal como se indica en el Acta visible Archivo No.17 ActaAudienciaInicialRemiteActa.pdf  
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Así entonces, se declaró probada de oficio la excepción de inepta 
demanda parcial, por falta de agotamiento de requisitos formales del 
medio de control impetrado por la señora Segura Rivera, esto es, por no 
haber agotado la conciliación extrajudicial.  
 
Así las cosas, se precisó que el despacho continuaría con el medio de 
control impetrado, únicamente en lo que refiere a las pretensiones que 
conciernen al pago de los aportes a seguridad social en pensiones, 
siempre y cuando, se encuentre acreditado que existió una relación 
laboral entre la actora y la entidad demandada conforme lo depreca en la 
demanda. 

DEL RECURSO DE APELACIÓN 
 
Indicó la apoderada de la parte demandante que, sin perjuicio de lo 
señalado por la A quo, la jurisprudencia ha reiterado que no se debe exigir 
agotamiento de la conciliación como requisito previo para demandar cuando 
se reclaman derechos como los del caso sub examine. Agregó que, en 
pronunciamientos recientes del Consejo de Estado, se ha precisado que el 
requisito de procedibilidad no opera para solicitudes donde se reclama la 
existencia de un vinculo laboral.  
 
Solicitó se concediera el recurso de alzada para que esta Corporación 
resolviera sobre el mismo 
 
Una vez se corrió traslado del recurso interpuesto por la parte demandante, 
la apoderada de la demandada señaló que los únicos derechos 
imprescriptibles son los de seguridad social y no las demás prestaciones 
sociales. 
 
La A quo concedió el recurso de apelación en el efecto suspensivo. 
     

CONSIDERACIONES 
 
Procede la sala a resolver de plano el recurso de apelación interpuesto por 
la parte demandante, por lo cual, es de señalar que el problema jurídico se 
circunscribe en determinar si se ajusta o no a derecho la decisión de 
declarar probada de oficio la excepción de inepta demanda parcial por falta 
de agotamiento de requisitos formales del medio de control impetrado por la 
señora Segura Rivera, esto es, por no haber agotado la conciliación 
extrajudicial respecto de las pretensiones de declaración del vínculo  laboral 
y pago de emolumentos diferentes a los aportes a seguridad social, 
resolviendo continuar el trámite únicamente en lo que refiere a las 
pretensiones que conciernen al pago de los aportes a seguridad social en 
pensiones, 
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En el sub examine se pretende la declaratoria de nulidad del oficio No.269-
2018-0027288 del 15 de junio de 2018 -notificado el 18 de los mismos- el 
cual, resolvió negativamente la petición de reconocimiento y pago de las 
prestaciones sociales e indemnizaciones solicitadas por la demandante, en 
contraprestación de la labor que fuera desempeñada desde el año 2009 al 
2017; corolario, solicitó se declare que entre las partes existió un vínculo 
laboral en dicho lapso y que, durante dicha relación, la accionada no pagó 
los derechos laborales.  
 
Ciertamente, se solicitó asimismo el reconocimiento y pago de los aportes 
en seguridad social en salud y pensión, además de todas las prestaciones 
sociales que se derivan de la existencia del vínculo laboral (contrato 
realidad) cuya declaratoria de existencia se depreca.  
 
Así entonces, para desatar el problema jurídico anotado se debe establecer 
si el reconocimiento y pago de las prestaciones señaladas, en los términos 
solicitados en la demanda, hacen parte de los derechos laborales 
irrenunciables e intransigibles, o si por el contrario, dichas prestaciones 
puede ser conciliadas, de manera que fuera necesario satisfacer la 
obligación de agotar la conciliación prejudicial como requisito de 
procedibilidad conforme lo dispuesto en el numeral 1º del artículo 161 del 
C.P.A.C.A. 
 
Para tal efecto, se tiene que el artículo 3° de la Ley 1285 de 2009, “por la 

cual se reforma la Ley 270 de 1994 Estatutaria de la Administración de Justicia”, 
implementó la posibilidad de establecer mecanismos alternativos al proceso 
judicial para solucionar los conflictos que se presenten entre los asociados, 
dejando su reglamentación a la ley. Así mismo, el artículo 13 de la misma 
norma, impuso la conciliación extrajudicial como requisito de procedibilidad 
para acceder a la Jurisdicción Contencioso Administrativa, en los siguientes 
términos: 
 

“Artículo 13. Apruébase como artículo nuevo de la Ley 270 de 1996 el 
siguiente: 
 
Artículo 42A. Conciliación judicial y extrajudicial en materia 
Contencioso Administrativa.  A partir de la vigencia de esta ley, cuando los 
asuntos sean conciliables, siempre constituirá requisito de procedibilidad de 
las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso 
Administrativo o en normas que lo sustituyan, el adelantamiento del trámite 
de la conciliación extrajudicial”.   

 
Por su parte, el Decreto 1716 de 2009, reglamentario del artículo 13 de la 
Ley 1285 de 2009, en su artículo 2º, parágrafos 1º, 2º y 3º, estableció: 
 

“Artículo 2º. Asuntos susceptibles de conciliación extrajudicial en 
materia contencioso administrativa. Podrán conciliar, total o parcialmente, 
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las entidades públicas y las personas privadas que desempeñan funciones 
propias de los distintos órganos del Estado, por conducto de apoderado, 
sobre conflictos de carácter particular y contenido económico de los cuales 
pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través de 
las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso 
Administrativo o en las normas que los sustituyan. 
 
Parágrafo 1º. No son susceptibles de conciliación extrajudicial en asuntos 
de lo contencioso administrativo: 
-Los asuntos que versen sobre conflictos de carácter tributario. 
-Los asuntos que deban tramitarse mediante proceso ejecutivo de que trata 
el artículo 75 de la Ley 80 de 1993. 
-Los asuntos en los cuales la correspondiente acción haya caducado. 
 
Parágrafo 2º. El conciliador velará porque no se menoscaben los derechos 
ciertos e indiscutibles, así como los derechos mínimos e intransigibles. 
 
Parágrafo 3º. Cuando la acción que eventualmente se llegare a interponer 
fuere la de nulidad y restablecimiento del derecho, la conciliación 
extrajudicial sólo tendrá lugar cuando no procedan recursos en vía 
gubernativa o cuando ésta estuviere debidamente agotada, lo cual deberá 

acreditarse en legal forma, ante el conciliador”. (Subraya fuera de texto 
original).  

 
Respecto a la conciliación extrajudicial como requisito de procedibilidad 
para acudir ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, la Ley 
1395 de 2010 en su artículo 52 (Modificatorio del artículo 35 de la Ley 640 
de 2001) dispuso: 
 

“ARTÍCULO 52. El artículo 35 de la Ley 640 de 2001 quedará así: 
 
Artículo 35. Requisito de procedibilidad. En los asuntos susceptibles de 
conciliación, la conciliación extrajudicial en derecho es requisito de 
procedibilidad para acudir ante las jurisdicciones civil, de familia y 
contencioso administrativa, de conformidad con lo previsto en la presente 
ley para cada una de estas áreas. En los asuntos civiles y de familia podrá 
cumplirse el requisito de procedibilidad mediante la conciliación en equidad. 
(…) 
El requisito de procedibilidad se entenderá cumplido cuando se efectúe la 
audiencia de conciliación sin que se logre el acuerdo, o cuando vencido el 
término previsto en el inciso 1o del artículo 20 de esta ley la audiencia no 
se hubiere celebrado por cualquier causa; en este último evento se podrá 
acudir directamente a la jurisdicción con la sola presentación de la solicitud 
de conciliación (…)”. 
 

Ahora bien, el artículo 161 del C.P.A.C.A. consagró los presupuestos 
procesales que se deben agotar previo a presentar una demanda ante la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa, concretamente el numeral primero 
estableció, que: 
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“ARTÍCULO 161. REQUISITOS PREVIOS PARA DEMANDAR. La 
presentación de la demanda se someterá al cumplimiento de requisitos 
previos en los siguientes casos: 
 
1. Cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la conciliación 
extrajudicial constituirá requisito de procedibilidad de toda demanda 
en que se formulen pretensiones relativas a nulidad con 
restablecimiento del derecho, reparación directa y controversias 

contractuales. (…)” (Negrita fuera del texto original) 
 
Es indiscutible que la conciliación extrajudicial constituye un requisito previo 
a demandar en materia Contencioso Administrativa aun cuando lo debatido 
se trate de un asunto laboral, pues así lo ha contemplado la H. Corte 
Constitucional2 y el H. Consejo de Estado3 en distintas oportunidades.  
 
Así mismo, en relación con la conciliación extrajudicial en materia 
Contencioso Administrativa, el H. Consejo de Estado dispuso: 
 

“(…) Así pues, es necesario dilucidar si en el sub – lite era imprescindible 
el agotamiento del citado requisito de procedibilidad. 
 
La Carta Política (artículo), ordena al Congreso que al expedir el Estatuto 
de Trabajo, tenga en cuenta principios mínimos fundamentales. De ello se 
destacan el de la irrenunciabilidad de los beneficios mínimos establecidos 
en normas laborales y la facultad para conciliar sobre derechos inciertos y 
discutibles. 
 
Por su parte, la Ley 1285 de 2009, reformó y adicionó algunas 
disposiciones de la Ley estatutaria de la administración de justicia. En el 
artículo13 adoptó una nueva disposición así: 
 
“…conciliación judicial y extrajudicial en materia contencioso-
administrativa. A partir de la vigencia de esta ley, cuando los asuntos 
sean conciliables, siempre constituirá requisito de procedibilidad de las 
acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso 
Administrativo o en las normas que lo sustituyan, el adelantamiento del 
trámite de la conciliación extrajudicial…” 
 
Armonizados los preceptos citados, para efectos de decidir sobre el 
trámite de la conciliación extrajudicial como requisito de procedibilidad, 
es indispensable no perder de vista que son materia de conciliación, 
derechos que tengan el carácter de “inciertos y discutibles” estos son los 
autorizados por el artículo 53 de la Carta Política, y a los que hace 
referencia la Ley Estatutaria al establecer dicho requisito “… cuando los 
asuntos sean conciliables…” 

 
2 Corte Constitucional. Sentencia C 713 de 2008. Referencia: expediente P.E. 030. MP: Clara Inés 
Vargas Hernández.  
3 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda – Subsección B. 
Radicación No. 11001-03-15-000-2009-01308-00 (AC). CP: Víctor Hernando Alvarado Ardila. 
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Cuando una persona considera que ha causado el derecho a la pensión, 
por cumplir los requisitos señalados en la ley, las partes involucradas en 
la eventual controversia judicial, no están en posibilidad jurídica de 
conciliar tal derecho. Él, como se sabe, es de carácter imprescriptible e 
irrenunciable, las condiciones para su reconocimiento están señaladas 
en la ley y ella no puede ser objeto de negociación por ninguno de los 
extremos, por ser de orden público. 
 
La anterior, es la razón de ser del condicionamiento señalado en la ley, 
para exigir la conciliación extrajudicial, como requisito de procedibilidad 
del contencioso administrativo laboral “…cuando los asuntos sean 
conciliables…” de lo contrario el legislador no hubiera consignado 
dicha frase. 
 
El artículo 13 de la Ley 1285 fue reglamentado por el Gobierno Nacional 
mediante Decreto 1716 de 14 de mayo de 2009, del cual, a pesar de 
haber sido expedido con posterioridad a la fecha de presentación de la 
demanda que motiva la presente acción de tutela, conviene hacer 
referencia a sus criterios sobre los asuntos susceptibles de conciliación 
extrajudicial en lo Contencioso Administrativo. 
 
De ellos se destaca la responsabilidad de velar porque no se 
menoscaben derechos ciertos e indiscutibles. Como antes se precisó, 
los presupuestos de la pensión en los términos reclamados en la 
demanda no pueden ser objeto de conciliación. 
 
Por último, se advierte: la Ley 1285 por la cual se implantó la conciliación 
extrajudicial como requisito de procedibilidad para asuntos conciliables, 
se expidió el 22 de enero de 2009, la acción de nulidad y 
restablecimiento del derecho de carácter laboral fue instaurada el 10 de 
marzo del mismo año y el Decreto 1716 reglamentado por la citada ley 

se expidió el 14 de mayo”.4 (Negrita fuera de texto original). 
 
Ahora bien, el máximo órgano de lo contencioso administrativo en 
sentencia del 15 de octubre de 2019, con ponencia del Consejero Dr. 
Carmelo Perdomo Cuéter, al resolver una apelación de un auto similar al 
caso concreto en donde se rechazó parcialmente una demanda tendiente al 
reconocimiento de un contrato realidad, con base en lo considerado en la 
sentencia de unificación del 25 de agosto de 2016 CE-SUJ2 5 de 2016 
precisó con claridad que: 
 

“5.3 Caso concreto. Sobre el requisito de procedibilidad de la 
conciliación extrajudicial en el contrato realidad, en sentencia de 

 
4 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - SECCIÓN 
SEGUNDA, SUBSECCION "A". Consejero ponente: ALFONSO VARGAS RINCÓN. Bogotá, D.C., 
primero (01) de septiembre de dos mil nueve (2009). Radicación número: 11001-03-15-000-2009-
00817-00(AC). 
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unificación CE-SUJ2 5 de 20165, la sección segunda de la Corporación 
sintetizó la siguiente regla: 
 
[…] 
v) Tampoco resulta exigible el agotamiento de la conciliación 
extrajudicial como requisito previo para demandar a través del medio 
de control de nulidad y restablecimiento del derecho, dado que al estar 
involucrados en este tipo de controversias (contrato realidad) derechos 
laborales irrenunciables (cotizaciones que repercuten en el derecho a 
obtener una pensión), que a su vez comportan el carácter de ciertos e 
indiscutibles, no son conciliables (Subrayó la Sala). 
[…] 
 
La precedente decisión tuvo como fundamento la aplicación de los 
artículos 41 del Decreto 3135 de 1968 y 102 del Decreto 1848 de 1969, 
en armonía con el 12 (numeral 2) del convenio 95 de la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT), además de los principios de «primacía 
de la realidad sobre las formalidades6», «indubio pro operario7», 
favorabilidad8 , irrenunciabilidad a los beneficios mínimos establecidos 
en normas laborales9 y progresividad y prohibición de regresividad en 
materia de derechos sociales10, así como los derechos constitucionales 
a la igualdad11, trabajo en condiciones dignas12  e irrenunciabilidad a la 
seguridad social13 
 
En ese orden de ideas, se infiere de la sentencia de unificación en cita 
que el asunto que nos ocupa se encuentra exceptuado del requisito de 
procedibilidad de conciliación extrajudicial, puesto que en el caso del 
contrato realidad, se halla concernido el derecho pensional de la 
interesada que comporta carácter irrenunciable, sin importar que 
también se pretenda el pago de prestaciones sociales y demás 

 
5 Consejo de Estado, sección segunda, sentencia de unificación jurisprudencial CE-SUJ2 5 de 25 
de agosto de 
2016, expediente 23001-23-33-000-2013-00260-01 (0088-2015), M. P. Carmelo Perdomo Cuéter. 
6 Constitución Política, artículo 53. 
7 Ídem 
8 Arauco 53, ib. 
9 Ídem y artículo 21 del Código Sustantivo del Trabajo. 
10 Citó el Consejo de Estado “Los principios de progresividad y la prohibición de regresividad se 
hallan consagrados en las normas de derecho internacional que hacen parte del bloque de 
constitucionalidad, así: (i) los artículos 2 y 11.1 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales (PIDESC); (ii) los criterios dados por los Principios de Limburgo de 1987 y 
algunas Directrices de Maastricht de 1997, que son recomendaciones de implementación y 
comprensión de los derechos consagrados en el PIDESC; (iii) observaciones generales del Comité 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de Naciones Unidas que ha 
establecido criterios de interpretación del principio de progresividad; (iv) el artículo 26 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica) del Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos; y (v) artículo 4º del Protocolo de San Salvador, entre otros, 
que fueron señalados en la sentencia C-228 de 2011 de la Corte Constitucional0 .Ver también la 
sentencia C-1141 de 2008”. 
11 Constitución Política, artículo 13. 
12 Artículo 25, ib. 
13 Artículo 48 (inciso 2º), ib. 
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acreencias dejadas de devengar, por cuanto estas últimas están 
ligadas a la liquidación de las cotizaciones a pensión. Por lo que se 
revocará la providencia objeto de alzada.” 

 
En pronunciamiento más reciente, el Honorable Consejo de Estado en 
providencia del 3 de agosto de 2020 y con ponencia del Consejero Dr. 
William Hernández reiteró que el agotamiento de la conciliación 
extrajudicial, no es requisito de procedibilidad de la acción frente al 
reconocimiento del contrato realidad. Veamos: 

 
“El problema jurídico que debe resolverse en esta instancia se resume 
en la siguiente pregunta: 
 
¿Debe exigirse el agotamiento del requisito de procedibilidad previsto 
en el numeral 1° del artículo 161 del CPACA, respecto de las 
pretensiones rechazadas por el a quo, cuando el medio de control de 
nulidad y restablecimiento del derecho está encaminado a declarar la 
existencia de una relación laboral? 
 
Con base en el problema jurídico formulado, el despacho sostendrá la 
siguiente tesis: Al pretenderse a través del medio de control de 
nulidad y restablecimiento del derecho la declaración de una 
relación laboral, el requisito de procedibilidad de conciliación 
extrajudicial no es exigible. 

(…)” (Se destaca.) 
 
Una vez se citó igualmente la sentencia de unificación del 25 de agosto 
2016, radicación: 23001-23-33-000-2013-00260-01(0088-15) CE-SUJ2-005-
16, el máximo órgano de lo contencioso administrativo aclaró que: 
 

“Conforme con lo previsto en la sentencia de unificación 
jurisprudencial, en sus apartes aquí transcritos, se colige que el 
agotamiento de la conciliación extrajudicial como requisito previo 
para demandar a través del medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho, no se exige cuando se trata de la 
pretensión de reconocimiento de una relación laboral, sin importar 
que también se pretenda el pago de prestaciones sociales y 
demás acreencias dejadas de devengar, ello por estar 
involucrados derechos laborales irrenunciables y, en 
consecuencia, no ser conciliables. 
 
En otras palabras, se tiene que la postura vigente de esta 
corporación, en armonía con el principio constitucional de prevalencia 
del derecho sustancial, exceptuó del requisito de procedibilidad de 
conciliación previa, para acceder a la jurisdicción contencioso 
administrativo, las controversias relativas al contrato realidad, 
comoquiera que a manera de ejemplo resaltó que, de decretarse la 
existencia de la relación laboral entre los extremos procesales, debía 
también reconocerse como restablecimiento del derecho, entre otras 
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pretensiones, aquellas que involucran derechos laborales 
irrenunciables y, por ende, no conciliables. 
 
Así las cosas, se infiere que para el asunto que hoy nos ocupa, no 
debía exigirse el requisito de procedibilidad, pues si bien algunas 
de las pretensiones deprecadas por la señora Martínez Sanabria 
tienen el carácter de conciliables, como así lo anotó el a quo en el 
proveído objeto de estudio, también lo es que los derechos que se 
derivan de ellas, devienen de la pretensión principal, que no es 
otra que la declaratoria de la existencia de la relación laboral con 
el Estado. 
 
En conclusión: En el presente caso no se requería surtir el requisito 
previo contenido en el numeral 1. ° del artículo 161 del CPACA para 
demandar, contrario a lo declarado por el a quo. 
 
(…) 
 
En atención a las consideraciones expuestas, se revocará el auto 
proferido el 20 de agosto de 2019 por el Tribunal Administrativo de 
Santander, que rechazó parcialmente la demanda al considerar 
que debía agotarse previamente el requisito de la conciliación 
extrajudicial. En su lugar, el a quo deberá continuar con el estudio de 
los demás presupuestos procesales, para determinar si admite o no el 

medio de control instaurado.” (Negrita para destacar). 
 
Con base en lo que antecede y en atención a lo indicado por el Consejo de 
Estado, procede entonces REVOCAR el auto proferido el 6 de abril de 
2021, por el Juzgado Cuarenta y Ocho (48) Administrativo Oral del Circuito 
Judicial de Bogotá D.C., en el que resolvió declarar probada de oficio la 
excepción de inepta demanda parcial, por falta de agotamiento de requisitos 
formales del medio de control impetrado por la señora Segura Rivera, esto 
es, por no haber agotado la conciliación extrajudicial respecto de las 
pretensiones de  declaración del vínculo  laboral y pago de emolumentos  
diferentes a los aportes a seguridad  social  y, en su lugar, SE ORDENARÁ 
a la A quo que continúe con el trámite que en derecho corresponda, de 
conformidad con lo indicado en la parte motiva de esta providencia.   
 
En mérito de lo brevemente expuesto, el suscrito magistrado del Tribunal 
Administrativo de Cundinamarca por intermedio de la Sección Segunda 
Subsección “C”, administrando Justicia en nombre de la República de 
Colombia y por autoridad de la Ley,  
 

RESUELVE 
 

PRIMERO. - REVOCAR el auto de 6 de abril de 2021, proferido por el 
Juzgado Cuarenta y Ocho (48) Administrativo Oral del Circuito Judicial de 
Bogotá D.C., declaró probada de oficio la excepción de inepta demanda 
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parcial,  por falta de agotamiento de requisitos formales del medio de 
control impetrado por la señora Segura Rivera, esto es, por no haber 
agotado la conciliación extrajudicial respecto de las pretensiones de 
declaración del  vínculo laboral y pago de emolumentos diferentes a los 
aportes a seguridad  social, SE ORDENA a la A quo que, continúe con el 
trámite que en derecho corresponda, de conformidad con lo indicado en la 
parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO. - Una vez en firme éste proveído, devuélvase el expediente al 
Juzgado de origen.  

 
NOTIFÍQUESE14 Y CÚMPLASE 

Aprobado por la Sala en Sesión de la fecha. 

 
Firmada electrónicamente 

 CARLOS ALBERTO ORLANDO JAIQUEL 
(Magistrado)            

 
 
 
CONSTANCIA: La presente providencia fue firmada electrónicamente por el Magistrados integrante 
de la Sala de Decisión Subsección “C” de la Sección Segunda del Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca en la plataforma denominada SAMAI. En consecuencia, se garantiza la autenticidad, 
integridad, conservación y posterior consulta, de conformidad con el artículo 186 del CPACA.   

 
 

AO 

 

 
14Parte actora. notificacionesjudiciales.ap@gmail.com  
Accionada: notificaciones@subredsuroccidente.gov.co ; pavitaga23@gmail.com 
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